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A la Consellería de Sanidad, Secretaria de
Medios, 

con  copia  destinada  a;   ante los Sras/es  María del Mar Sánchez
Sierra en  su  faceta  de  Secretaria  de  Medios,  Sr  Enrique
González  Murga,  Subdirector  xeral  de  Réxime  Xurídico,(por
substitución, segundo  Acordo do 5 de novembro de 2018, do
Vicepresidente e Conselleiro de Presidencia e Administracións
Públicas), Sr conselleiro de Sanidad, Julio García Comesaña,
Sr  Alberto Fuentes Losada en su faceta de Secretario Xeral
Técnico de la CONSELLERÍA DE SANIDAD y como autoridad del
Sergas,  representada  por  el  letrado  de  Sanidad-Sergas  Sr
Rafael Álvaro Millán Calenti a los que se les entrega copia de
los anexos1 al 4 QUE ACOMPAÑAN A ESTE ESCRITO 

Miguel Ángel Delgado González, con D.N.I 32.413.124-y Teléfono
981 926397, 630389871 Domicilio a efectos de notificaciones en,
C/ Juan Castro Mosquera, 28 2º Dcha. 15.005 A Coruña, y como
Presidente  de  la  Plataforma  en  Defensa  del  Sector  Marítimo
Pesquero  de  Galicia,   Nº  de  Registro  2012/016402,  Nif  :  G-
70321807,  asociación  no  lucrativa,  comparecen  a  través  del
presente  escrito  y  como  mejor  proceda en  derecho,  ante  el
Juzgado de guardia comparezco, y DIGO: 

Ante hechos sobradamente conocidos por los nombrados en este
escrito de última reiteración antes de trasladar a la vía
penal los hechos, nos reiteramos nuevamente ante los Sras/es
María del Mar Sánchez Sierra en su faceta de Secretaria de
Medios, Sr Enrique González Murga, Subdirector xeral de Réxime
Xurídico,(por substitución, segundo  Acordo do 5 de novembro
de  2018,  do  Vicepresidente  e  Conselleiro  de  Presidencia  e
Administracións Públicas), Sr conselleiro de Sanidad, Julio
García Comesaña, Sr Alberto Fuentes Losada en su faceta de
Secretario Xeral Técnico de la CONSELLERÍA DE SANIDAD y como
autoridad del Sergas, y cuyo liderazgo a juicio de esta parte
esta representado en el letrado de Sanidad-Sergas Sr Rafael
Álvaro Millán Calenti desde sus facetas de letrado de Sanidad.



Sergas,  vocal  mesas  de  contratación  públicas  y  privadas,
docente de la USC, Docente AEPD, contra quien se dice, que no
solo  OCULTA.  CENSURA  Y  TAPA  las  denuncias  con  sobrados
indicios penales que llegan a sus despachos de la Conselleria-
Xunta, si no que, como única respuesta es la contratación de
un abogado que represente a María del Mar Sánchez Sierra y a
el  mismo  en  el  acoso  judicial  de  querellas,  amenazas,
psicológico,  ocultación  del  historial  clínico,  uso  de  los
denunciados  como  testigos  de  cargo,  y  advertencias  en  los
pasillos de los juzgados de Santiago sobre los que afirman
tener  pleno  control  para  perseguir  periodistas,  como  a  lo
largo de las instrucciones judiciales de todo lo cual tiene
pleno conocimiento el Jefe de la Asesoría Xurídica d ella
Xunta  que  se  mantiene  imapasible  ante  la  gravedad  de  los
hechos que se expondrán.

Los  más  de  60  documentos  registrados  online  en  la  web
institucional de la Xunta de Galicia sede.xunta.gal dirigidos
en legal forma a los ahora denunciados (con los documentos
adjuntos  acreditativos  de  las  denuncias.  (SE  ADJUNTAN
SOLAMENTE UNA MINORÍA NOMBRADOS COMO ANEXO1 AL 4 ) todos ellos
sepultados  bajo   DOLO,  ALEVOSÍA,  IGNORANCIA  DELIBERADA,  E
INEXCUSABLE  CON  MAYOR  INCIDENCIA  Y  GRAVEDAD  Al  SER  EN  SU
MAYORÍA  LICENCIADOS  EN  DERECHO,  PONEN  AL  DESCUBIERTO  LAS
ACUSACIONES QUE A TRAVÉS DE ESTE ESCRITO SE REALIZAN.

Que  a  la  luz  del  reiterado  DOLO,  ALEVOSÍA,  IGNORANCIA
DELIBERADA,  E  INEXCUSABLE  en  ocultar,  tapar,  encubrir
presuntos  delitos  públicos,  esta  parate  denunciante  ante
AUTORIDAD PÚBLICA,  se reitera por última vez para que en un
plazo de 48 horas se informe o se resuelva sobre la multitud
de PUESTA EN CONOCIMIENTO DE LOS JUZGADOS DE LO PENAL QUE
CORRESPONDIERAN  DE  LOS  PRESUNTOS  DELITOS  PENALES  CUYA
FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA más bajo expuesta EN LAS QUE INCURREN
LOS AHORA DENUNCIADOS esta ampliamente documentada, legislada
y de obligado y legal cumplimiento según los artículos 259,
262  de  la  Ley  Enjuiciamiento  Criminal sobre  los  múltiples
delitos penales que solo pueden ser cometidos por funcionarios
públicos en el desempeño de sus cargos como se LES RECUERDA A
LA LUZ DE SU IGNORANCIA DELIBERADA, CENSURA, ENCUBRIMIENTO Y
OCULTACIÓN, SECUESTRO DE DOCUMENTOS PÚBLICOS, ETC expondrá.

Que  esta  parte  sin  ser  jurista  ni  entendido  en  nada  del
derecho penal, con la simple lectura de los delitos cometidos
por funcionarios públicos  entendemos que tienen cabida los
aquí denunciados bajo los hechos documentados que se relatan
cuyas actividades presuntamente delictivas, no solamente del
fondo  de  las  denuncias  si  no  sobre  la  gravedad,
intencionalidad  de  los  denunciados  por  “encubrir,  ocultar,



censura , colaborar y crear total impunidad PRIVANDO A LA
JUSTICIA  DEL  RELATO  DE  LOS  HECHOS  QUE  ES  A  QUIEN  LE
CORRESPONDE DILUCIDAR SI LOS MISMOS TIENEN REPROCHE PENAL

ASÍ TODOS LOS AQUÍ NOMBRADOS SEGÚN ESTA PARTE RECAE SOBRE
ELLOS  SOBRADOS  INDICIOS  DE  DELITOS  DE  LOS  FUNCIONARIOS
PÚBLICOS EN EL EJERCICIO DE SUS CARGOS PREVARICACIÓN DE LOS
FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y OTROS COMPORTAMIENTOS INJUSTOS Como
punto de partida, el artículo 404 del Código Penal establece
que,

“a la autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su
injusticia, dictare una resolución arbitraria en un asunto
administrativo se le castigará con la pena de inhabilitación
especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del
derecho  de  sufragio  pasivo  por  tiempo  de  nueve  a  quince
años”. El artículo 405 prosigue diciendo que, “a la autoridad
o funcionario público que, en el ejercicio de su competencia y
a sabiendas de su ilegalidad, propusiere, nombrare o diere
posesión para el ejercicio de un determinado cargo público a
cualquier persona sin que concurran los requisitos legalmente
establecidos para ello, se le castigará con las penas de multa
de tres a ocho meses y suspensión de empleo o cargo público
por tiempo  de uno  a tres  años”. El  artículo 406  concluye
matizando  que,  “la  misma  pena  de  multa  se  impondrá  a  la
persona  que  acepte  la  propuesta,  nombramiento  o  toma  de
posesión  mencionada  en  el  artículo  anterior,  sabiendo  que
carece de los requisitos legalmente exigibles”

ABANDONO DE DESTINO Y OMISIÓN DEL DEBER DE PERSEGUIR DELITOS

El Código Penal en su artículo 407 subraya lo siguiente:

 1.”A la autoridad o funcionario público que abandonare su
destino  con  el  propósito  de  no  impedir  o  no  perseguir
cualquiera de los delitos comprendidos en los Títulos XXI,
XXII, XXIII y XXIV se le castigará con la pena de prisión de
uno a cuatro años e inhabilitación absoluta para empleo o
cargo público  por tiempo  de seis  a diez  años. Si  hubiera
realizado el abandono para no impedir o no perseguir cualquier
otro delito, se le impondrá la pena de inhabilitación especial
para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

2.Las mismas penas se impondrán, respectivamente, cuando el
abandono  tenga  por  objeto  no  ejecutar  las  penas
correspondientes a estos delitos impuestas por la autoridad
judicial competente”.



3.- Posteriormente, el artículo 408 es claro esgrimiendo que,
“la autoridad o funcionario que, faltando a la obligación de
su cargo, dejare intencionadamente de promover la persecución
de los delitos de que tenga noticia o de sus responsables,
incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o
cargo  público  por  tiempo  de  seis  meses  a  dos  años”. El
artículo  409  concluye  diciendo  que,  “a  las  autoridades  o
funcionarios  públicos  que  promovieren,  dirigieren  u
organizaren el abandono colectivo y manifiestamente ilegal de
un servicio público, se les castigará con la pena de multa de
ocho a doce meses y suspensión de empleo o cargo público por
tiempo  de  seis  meses  a  dos  años. Las  autoridades  o
funcionarios  públicos  que  meramente  tomaren  parte  en  el
abandono colectivo o manifiestamente ilegal de un servicio
público  esencial  y  con  grave  perjuicio  de  éste  o  de  la
comunidad, serán castigados con la pena de multa de ocho a
doce meses”.

DESOBEDIENCIA Y DENEGACIÓN DE AUXILIO

El artículo 410 comienza diciendo que:
1.“Las  autoridades  o  funcionarios  públicos  que  se  negaren
abiertamente  a  dar  el  debido  cumplimiento  a  resoluciones
judiciales,  decisiones  u  órdenes  de  la  autoridad  superior
dictadas  dentro  del  ámbito  de  su  respectiva  competencia  y
revestidas de las formalidades legales, incurrirán en la pena
de multa de tres a doce meses e inhabilitación especial para
empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años.

2.2.- No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no
incurrirán  en  responsabilidad  criminal  las  autoridades  o
funcionarios  por  no  dar  cumplimiento  a  un  mandato  que
constituya una infracción manifiesta, clara y terminante de un
precepto de Ley o de cualquier otra disposición general”.

3.- Por su parte, el artículo 411 es claro al argumentar que,
“la autoridad o funcionario público que, habiendo suspendido,
por cualquier motivo que no sea el expresado en el apartado
segundo del artículo anterior, la ejecución de las órdenes de
sus  superiores,  las  desobedeciere  después  de  que  aquéllos
hubieren desaprobado la suspensión, incurrirá en las penas de
multa de doce a veinticuatro meses, e inhabilitación especial
para  empleo  o  cargo  público  por  tiempo  de  uno  a  tres
años”. Finalmente, el artículo 412 expone lo siguiente:



“El  funcionario  público  que,  requerido  por  autoridad
competente,  no  prestare  el  auxilio  debido  para  la
Administración de Justicia u otro servicio público, incurrirá
en las penas de multa de tres a doce meses, y suspensión de
empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años.

Si el requerido fuera autoridad, jefe o responsable de una
fuerza pública o un agente de la autoridad, se impondrán las
penas de  multa de  doce a  dieciocho meses  y suspensión  de
empleo o cargo público por tiempo de dos a tres años.

La  autoridad  o  funcionario  público  que,  requerido  por  un
particular a prestar algún auxilio a que venga obligado por
razón de su cargo para evitar un delito contra la vida de las
personas, se abstuviera de prestarlo, será castigado con la
pena  de  multa  de  dieciocho  a  veinticuatro  meses  e
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo
de tres a seis años.

Si se tratase de un delito contra la integridad, libertad
sexual, salud o libertad de las personas, será castigado con
la pena de multa de doce a dieciocho meses y suspensión de
empleo o cargo público de uno a tres años. En el caso de que
tal requerimiento lo fuera para evitar cualquier otro delito u
otro mal, se castigará con la pena de multa de tres a doce
meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de
seis meses a dos años”. 

INFIDELIDAD EN LA CUSTODIA DE DOCUMENTOS Y DE LA VIOLACIÓN DE
SECRETOS

El artículo 413 Código Penal es determinante a la hora de
argumentar que,  “la autoridad o funcionario público que, a
sabiendas,  sustrajere,  destruyere,  inutilizare  u  ocultare,
total  o  parcialmente,  documentos  cuya  custodia  le  esté
encomendada por razón de su cargo, incurrirá en las penas de
prisión de uno a cuatro años, multa de siete a veinticuatro
meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público
por tiempo de tres a seis años”. El artículo 414 de nuestro
Código aduce lo siguiente:

1.“A la autoridad o funcionario público que, por razón de su
cargo, tenga encomendada la custodia de documentos respecto de



los que la autoridad competente haya restringido el acceso, y
que a sabiendas destruya o inutilice los medios puestos para
impedir ese acceso o consienta su destrucción o inutilización,
incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año o multa
de  seis  a  veinticuatro  meses  y,  en  cualquier  caso,
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo
de uno a tres años.
 El particular que destruyere o inutilizare los medios a que
se refiere el apartado anterior, será castigado con la pena de
multa de seis a dieciocho meses”.

El artículo 415 CP retiene que,“la autoridad o funcionario
público  no  comprendido  en  el  artículo  anterior  que,  a
sabiendas y sin la debida autorización, accediere o permitiere
acceder a documentos secretos cuya custodia le esté confiada
por razón de su cargo, incurrirá en la pena de multa de seis a
doce  meses,  e  inhabilitación  especial  para  empleo  o  cargo
público por tiempo de uno a tres años”. El artículo 416 CP
determina que, “serán castigados con las penas de prisión o
multa  inmediatamente  inferiores  a  las  respectivamente
señaladas en los tres artículos anteriores los particulares
encargados  accidentalmente  del  despacho  o  custodia  de
documentos, por comisión del gobierno o de las autoridades o
funcionarios públicos a quienes hayan sido confiados por razón
de su cargo, que incurran en las conductas descritas en los
mismos”. 

El artículo 417 concreta los siguientes hechos:

“La autoridad o funcionario público que revelare secretos o
informaciones de los que tenga conocimiento por razón de su
oficio o cargo y que no deban ser divulgados, incurrirá en la
pena  de  multa  de  doce  a  dieciocho  meses  e  inhabilitación
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres
años.

Si de  la revelación  a que  se refiere  el párrafo  anterior
resultara grave daño para la causa pública o para tercero, la
pena será de prisión de uno a tres años, e inhabilitación
especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a
cinco años.
 Si se tratara de secretos de un particular, las penas serán
las de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a dieciocho



meses, y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de
uno a tres años”.

Para concluir este apartado, el artículo 418 expresa que, “el
particular  que  aprovechare  para  sí  o  para  un  tercero  el
secreto  o  la  información  privilegiada  que  obtuviere  de  un
funcionario público o autoridad, será castigado con multa del
tanto  al  triplo  del  beneficio  obtenido  o  facilitado  y  la
pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas
públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos
fiscales o de la Seguridad Social durante el período de uno a
tres años. Si resultara grave daño para la causa pública o
para tercero, la pena será de prisión de uno a seis años y la
pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas
públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos
fiscales o de la Seguridad Social durante el periodo de seis a
diez años”.

COHECHO

Artículo 419 del Código Penal. “La autoridad o funcionario
público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o
solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o
retribución  de  cualquier  clase  o  aceptare  ofrecimiento  o
promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto
contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar
o  retrasar  injustificadamente  el  que  debiera  practicar,
incurrirá en la pena de prisión de tres a seis años, multa de
doce  a  veinticuatro  meses,  e  inhabilitación  especial  para
empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de nueve a doce años, sin perjuicio
de  la  pena  correspondiente  al  acto  realizado,  omitido  o
retrasado  en  razón  de  la  retribución  o  promesa,  si  fuera
constitutivo de delito”.

Artículo 420 CP. “La autoridad o funcionario público que, en
provecho propio o de un tercero, recibiere o solicitare, por
sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de
cualquier  clase  o  aceptare  ofrecimiento  o  promesa  para
realizar un acto propio de su cargo, incurrirá en la pena de
prisión de dos a cuatro años, multa de doce a veinticuatro
meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público y



para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de
cinco a nueve años”.

Artículo 421 de nuestro Código.
“Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán
también cuando la dádiva, favor o retribución se recibiere o
solicitare  por  la  autoridad  o  funcionario  público,  en  sus
respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en
dichos artículos”. 

Artículo 422 CP. “La autoridad o funcionario público que, en
provecho propio  o de  un tercero,  admitiera, por  sí o  por
persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos
en consideración a su cargo o función, incurrirá en la pena de
prisión de seis meses a un año y suspensión de empleo y cargo
público de uno a tres años”.

Artículo 423 CP. “Lo dispuesto en los artículos precedentes
será igualmente aplicable a los jurados, árbitros, mediadores,
peritos,  administradores  o  interventores  designados
judicialmente,  administradores  concursales  o  a  cualesquiera
personas  que  participen  en  el  ejercicio  de  la  función
pública”.

Artículo 424 del Código Penal. 1. “El particular que ofreciere
o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a una
autoridad, funcionario público o persona que participe en el
ejercicio  de  la  función  pública  para  que  realice  un  acto
contrario a los deberes inherentes a su cargo o un acto propio
de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera
practicar,  o  en  consideración  a  su  cargo  o  función,  será
castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas de
prisión  y  multa  que  la  autoridad,  funcionario  o  persona
corrompida.

Cuando  un  particular  entregare  la  dádiva  o  retribución
atendiendo la solicitud de la autoridad, funcionario público o
persona que participe en el ejercicio de la función pública,
se le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a
ellos les correspondan.

Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o
funcionario  tuviere  relación  con  un  procedimiento  de



contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las
Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular
y, en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que
representare  la  pena  de  inhabilitación  para  obtener
subvenciones  y  ayudas  públicas,  para  contratar  con  entes,
organismos o entidades que formen parte del sector público y
para  gozar  de  beneficios  o  incentivos  fiscales  y  de  la
Seguridad Social por un tiempo de cinco a diez años”.
Artículo 425 CP. “Cuando el soborno mediare en causa criminal
a favor del reo por parte de su cónyuge u otra persona a la
que se halle ligado de forma estable por análoga relación de
afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano
por naturaleza, por adopción o afines en los mismos grados, se
impondrá al sobornador la pena de prisión de seis meses a un
año”. Artículo 426 del Código Penal. “Quedará exento de pena
por el delito de cohecho el particular que, habiendo accedido
ocasionalmente a la solicitud de dádiva u otra retribución
realizada por autoridad o funcionario público, denunciare el
hecho a la autoridad que tenga el deber de proceder a su
averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre
que no haya transcurrido más de dos meses desde la fecha de
los hechos”.

 TRÁFICO DE INFLUENCIAS

Artículo  428  CP.  “El  funcionario  público  o  autoridad  que
influyere  en  otro  funcionario  público  o  autoridad
prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de
cualquier otra situación derivada de su relación personal o
jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad para
conseguir  una  resolución  que  le  pueda  generar  directa  o
indirectamente  un  beneficio  económico  para  sí  o  para  un
tercero, incurrirá en las penas de prisión de seis meses a dos
años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u
obtenido e inhabilitación especial para empleo o cargo público
y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo
de cinco a nueve años. Si obtuviere el beneficio perseguido,
estas penas se impondrán en su mitad superior”.

Artículo 429. “El particular que influyere en un funcionario
público  o  autoridad  prevaliéndose  de  cualquier  situación
derivada  de  su  relación  personal  con  éste  o  con  otro
funcionario público o autoridad para conseguir una resolución



que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio
económico para sí o para un tercero, será castigado con las
penas de prisión de seis meses a dos años, multa del tanto al
duplo del beneficio perseguido u obtenido, y prohibición de
contratar con el sector público, así como la pérdida de la
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del
derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la
Seguridad Social por tiempo de seis a diez años. Si obtuviere
el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su mitad
superior”.

Artículo 430. “Los que, ofreciéndose a realizar las conductas
descritas  en  los  dos  artículos  anteriores,  solicitaren  de
terceros dádivas, presentes o cualquier otra remuneración, o
aceptaren ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena
de prisión de seis meses a un año. Si el delito fuere cometido
por autoridad o funcionario público se le impondrá, además, la
pena de inhabilitación especial para cargo o empleo público y
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de
uno a cuatro años.
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una
persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos en
este Capítulo, se le impondrá la pena de multa de seis meses a
dos años. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66
bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo
33”.

 MALVERSACIÓN 

Artículo 432 CP:
“La autoridad o funcionario público que cometiere el delito
del artículo 252 sobre el patrimonio público, será castigado
con una pena de prisión de dos a seis años, inhabilitación
especial para cargo o empleo público y para el ejercicio del
derecho de sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años.

Se impondrá la misma pena a la autoridad o funcionario público
que cometiere el delito del artículo 253 sobre el patrimonio
público.
Se impondrán las penas de prisión de cuatro a ocho años e
inhabilitación absoluta por tiempo de diez a veinte años si en
los  hechos  a  que  se  refieren  los  dos  números  anteriores
hubiere concurrido alguna de las circunstancias siguientes:



1.a) se hubiera causado un grave daño o entorpecimiento al
servicio público, o
2.b) el valor del perjuicio causado o de los bienes o efectos
apropiados excediere de 50.000 euros.

Si el valor del perjuicio causado o de los bienes o efectos
apropiados excediere de 250.000 euros, se impondrá la pena en
su  mitad  superior,  pudiéndose  llegar  hasta  la  superior  en
grado”. Artículo 433. “Los hechos a que se refiere el artículo
anterior serán castigados con una pena de prisión de uno a dos
años y multa de tres meses y un día a doce meses, y en todo
caso inhabilitación especial para cargo o empleo público y
derecho de sufragio pasivo por tiempo de uno a cinco años,
cuando el perjuicio causado o el valor de los bienes o valores
apropiados sea inferior a 4.000 euros”. 

Artículo 433 bis:
1.“La  autoridad  o  funcionario  público  que,  de  forma  idónea
para causar un perjuicio económico a la entidad pública de la
que dependa, y fuera de los supuestos previstos en el artículo
390,  falseare  su  contabilidad,  los  documentos  que  deban
reflejar su situación económica o la información contenida en
los  mismos,  será  castigado  con  la  pena  de  inhabilitación
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a diez
años y multa de doce a veinticuatro meses.
2.Con  las  mismas  penas  se  castigará  a  la  autoridad  o
funcionario  público,  que  de  forma  idónea  para  causar  un
perjuicio económico a la entidad pública de la que dependa,
facilite a terceros información mendaz relativa a la situación
económica  de  la  misma  o  alguno  de  los  documentos  o
informaciones a que se refiere el apartado anterior.

3.Si se llegare a causar el perjuicio económico a la entidad,
se  impondrán  las  penas  de  prisión  de  uno  a  cuatro  años,
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo
de tres a diez años y multa de doce a veinticuatro meses”.

Artículo 434. “Si el culpable de cualquiera de los hechos
tipificados en este Capítulo hubiere reparado de modo efectivo
e  íntegro  el  perjuicio  causado  al  patrimonio  público,  o
hubiera  colaborado  activamente  con  las  autoridades  o  sus
agentes para obtener pruebas decisivas para la identificación
o  captura  de  otros  responsables  o  para  el  completo
esclarecimiento  de  los  hechos  delictivos,  los  jueces  y



tribunales impondrán al responsable de este delito la pena
inferior en uno o dos grados”.

Artículo 435. Artículo 435 Las disposiciones de este capítulo
son  extensivas:  1.º  “A  los  que  se  hallen  encargados  por
cualquier  concepto  de  fondos,  rentas  o  efectos  de  las
Administraciones Públicas. 2.º  A los particulares legalmente
designados como depositarios de caudales o efectos públicos.
3.º  A los administradores o depositarios de dinero o bienes
embargados, secuestrados o depositados por autoridad pública,
aunque pertenezcan a particulares.

4.º A los administradores concursales, con relación a la masa
concursal o los intereses económicos de los acreedores. En
particular, se considerarán afectados los intereses de los
acreedores cuando de manera dolosa se alterara el orden de
pagos de los créditos establecido en la ley”.

FRAUDES Y EXACCIONES LEGALES 

Artículo  436.  “La  autoridad  o  funcionario  público  que,
interviniendo por razón de su cargo en cualesquiera de los
actos  de  las  modalidades  de  contratación  pública  o  en
liquidaciones de efectos o haberes públicos, se concertara con
los  interesados  o  usase  de  cualquier  otro  artificio  para
defraudar a cualquier ente público, incurrirá en las penas de
prisión de dos a seis años e inhabilitación especial para
empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años. Al particular
que se haya concertado con la autoridad o funcionario público
se le impondrá la misma pena de prisión que a éstos, así como
la  de  inhabilitación  para  obtener  subvenciones  y  ayudas
públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que
formen parte del sector público y para gozar de beneficios o
incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de
dos a siete años”. Artículo 437. “La autoridad o funcionario
público  que  exigiere,  directa  o  indirectamente,  derechos,
tarifas por  aranceles o  minutas que  no sean  debidos o  en
cuantía mayor a la legalmente señalada, será castigado, sin
perjuicio de los reintegros a que viniere obligado, con las
penas de multa de seis a veinticuatro meses y de suspensión de
empleo o  cargo público  por tiempo  de seis  meses a  cuatro
años”. Artículo 438. “La autoridad o funcionario público que,



abusando de su cargo, cometiere algún delito de estafa o de
fraude de prestaciones del Sistema de Seguridad Social del
artículo  307  ter,  incurrirá  en  las  penas  respectivamente
señaladas a éstos, en su mitad superior, pudiéndose llegar
hasta la superior en grado, e inhabilitación especial para
empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de tres a nueve años, salvo que los
hechos estén castigados con una pena más grave en algún otro
precepto de este Código”.

NEGOCIACIONES  Y  ACTIVIDADES  PROHIBIDAS  A  LOS  FUNCIONARIOS
PÚBLICOS Y DE LOS ABUSOS EN EL EJERCICIO DE SU FUNCIÓN

Artículo  439.  “La  autoridad  o  funcionario  público  que,
debiendo intervenir por razón de su cargo en cualquier clase
de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de
tal circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma de
participación, directa o por persona interpuesta, en tales
negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión de
seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro meses e
inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el
ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a
siete años”. Artículo 440.
“Los  peritos,  árbitros  y  contadores  partidores  que  se
condujeren del modo previsto en el artículo anterior, respecto
de  los  bienes  o  cosas  en  cuya  tasación,  partición  o
adjudicación hubieran intervenido, y los tutores, curadores o
albaceas  respecto  de  los  pertenecientes  a  sus  pupilos  o
testamentarías, y los administradores concursales respecto de
los bienes y derechos integrados en la masa del concurso,
serán castigados con la pena de multa de doce a veinticuatro
meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público,
profesión  u  oficio,  guarda,  tutela  o  curatela,  según  los
casos, por tiempo de tres a seis años, salvo que esta conducta
esté  sancionada  con  mayor  pena  en  otro  precepto  de  este
Código”. Artículo 441. “La autoridad o funcionario público
que, fuera de los casos admitidos en las leyes o reglamentos,
realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad
profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo
la  dependencia  o  al  servicio  de  entidades  privadas  o  de
particulares,  en  asunto  en  que  deba  intervenir  o  haya
intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten,
informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en que



estuviere destinado o del que dependa, incurrirá en las penas
de multa de seis a doce meses y suspensión de empleo o cargo
público por tiempo de dos a cinco años”. Artículo 442. “La
autoridad o funcionario público que haga uso de un secreto del
que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de
una  información  privilegiada,  con  ánimo  de  obtener  un
beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en
las  penas  de  multa  del  tanto  al  triplo  del  beneficio
perseguido, obtenido o facilitado e inhabilitación especial
para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de dos a cuatro años. Si obtuviere
el beneficio perseguido se impondrán las penas de prisión de
uno a tres años, multa del tanto al séxtuplo del beneficio
perseguido, obtenido o facilitado e inhabilitación especial
para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de cuatro a seis años. Si resultara
grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será
de prisión de uno a seis años, e inhabilitación especial para
empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de
sufragio pasivo por tiempo de nueve a doce años. A los efectos
de este artículo se entiende por información privilegiada toda
información de carácter concreto que se tenga exclusivamente
por  razón  del  oficio  o  cargo  público  y  que  no  haya  sido
notificada,  publicada  o  divulgada”. Artículo  443.  1.  “Será
castigado  con  la  pena  de  prisión  de  uno  a  dos  años  e
inhabilitación  absoluta  por  tiempo  de  seis  a  12  años,  la
autoridad o funcionario público que solicitare sexualmente a
una  persona  que,  para  sí  misma  o  para  su  cónyuge  u  otra
persona  con  la  que  se  halle  ligado  de  forma  estable  por
análoga  relación  de  afectividad,  ascendiente,  descendiente,
hermano, por naturaleza, por adopción, o afín en los mismos
grados,  tenga  pretensiones  pendientes  de  la  resolución  de
aquel o acerca de las cuales deba evacuar informe o elevar
consulta a su superior.

2.El funcionario de Instituciones Penitenciarias o de centros
de  protección  o  corrección  de  menores  que  solicitara
sexualmente a una persona sujeta a su guarda será castigado
con la pena de prisión de uno a cuatro años e inhabilitación
absoluta por tiempo de seis a 12 años.
3.
4.En las mismas penas incurrirán cuando la persona solicitada
fuera ascendiente, descendiente, hermano, por naturaleza, por



adopción, o afines en los mismos grados de persona que tuviere
bajo su guarda. Incurrirá, asimismo, en estas penas cuando la
persona solicitada sea cónyuge de persona que tenga bajo su
guarda o se halle ligada a ésta de forma estable por análoga
relación de afectividad”.

Artículo 444. “Las penas previstas en el artículo anterior se
impondrán  sin  perjuicio  de  las  que  correspondan  por  los
delitos contra la libertad sexual efectivamente cometidos”.

DELITOS  DE  CORRUPCIÓN  EN  LAS  TRANSACCIONES  COMERCIALES
INTERNACIONALES

Artículo 445. “Los que, con dádivas, presentes, ofrecimientos
o promesas, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por
persona interpuesta, a las autoridades o funcionarios públicos
extranjeros  o  de  organizaciones  internacionales  en  el
ejercicio de su cargo en beneficio de éstos o de un tercero, o
atendieren a sus solicitudes al respecto, con el fin de que
actúen o se abstengan de actuar en relación con el ejercicio
de funciones públicas para conseguir o conservar un contrato u
otro  beneficio  irregular  en  la  realización  de  actividades
económicas  internacionales,  serán  castigados  con  las  penas
previstas  en  el  artículo  423  del  Código  Penal,  en  sus
respectivos casos”. 

Por lo expuesto. 
Caso de considerar necesaria más información, documentos o aclaraciones
no previstas en este escrito, ponemos a disposición el  teléfono 630389871
Miguel Delgado.

A Coruña,  a  fecha  del  registro de  2022   Fdo.
Miguel Angel Delgado González                  
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